
Registro: 2018672 

Localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 61, Diciembre de 2018; Tomo I; Pág. 
322, Número de tesis: 1a. CCVIII/2018 (10a.) 

 

IMPARCIALIDAD JUDICIAL. SU CONTENIDO, DIMENSIONES Y PRUEBA. En el artículo 17, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se prevé el derecho 
fundamental de acceso a la justicia, el cual consiste en la posibilidad real y efectiva que tienen en su 
favor los gobernados de acudir ante los tribunales a dilucidar sus pretensiones, aunado al correlativo 
deber jurídico de éstos de tramitarlas y resolverlas en los términos fijados por las leyes relativas. 
Además, se establece que la impartición de justicia debe regirse por cuatro principios, de modo que 
debe ser pronta, completa, imparcial y gratuita. Ahora bien, el principio de imparcialidad, judicial tiene 
el siguiente contenido: Primero, exige que quien juzgue una contienda se aproxime a los hechos de 
la causa careciendo de prejuicios en lo subjetivo, y ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva 
que permitan desterrar dudas en torno a su imparcialidad. Segundo, la imparcialidad judicial debe 
entenderse desde dos dimensiones, mientras que su verificación puede ser objeto de dos tipos de 
test. Tercero, en cuanto a sus dimensiones, la imparcialidad debe ser funcional (functional in nature) 
y personal (personal character), la "imparcialidad funcional" deriva de la claridad en cuanto a las 
funciones que son asignadas a quienes imparten justicia dentro de un proceso judicial, de modo que 
no participen en diversos roles, no actúen en distintas instancias o carezcan de conexión con alguna 
de las partes, por lo cual requiere de garantías objetivas; por otra parte, la "imparcialidad personal" 
se presume de entrada y depende de la conducta de quien juzga respecto a un caso específico y de 
los sesgos, prejuicios personales o ideas preconcebidas en torno al asunto o quienes participan en 
él, centrándose en la capacidad de adoptar la distancia necesaria de un asunto sin sucumbir a 
influencias subjetivas. Cuarto, en cuanto la prueba, la imparcialidad funcional se analiza desde un 
punto de vista objetivo a partir de circunstancias verificables (objective test), mientras que la personal 
se estudia tanto desde un punto de vista subjetivo (subjective test) como desde el objetivo. La prueba 
objetiva se centra en identificar indicios –usualmente normados– que puedan suscitar dudas 
justificadas o legítimas sobre la conducta que observarán quienes van a resolver un asunto, 
salvaguardando la confianza que los órganos de impartición de justicia deben inspirar a las personas 
justiciables. Por otra parte, la imparcialidad personal, desde un punto de vista subjetivo, se presume, 
salvo manifestación de quien resuelve o prueba objetiva en contrario, la cual: (a) busca determinar 
los intereses o convicciones personales de quien juzga en un determinado caso (por ejemplo, si ha 
manifestado hostilidad, prejuicio o preferencia personal, o si ha hecho que el caso le fuera asignado 
por razones personales); y (b) puede basarse en un comportamiento que refleje una falta de distancia 
profesional de la o el Juez frente a la decisión (por ejemplo, a partir de los argumentos y el lenguaje 
utilizado), pero sin comprender, evidentemente, la actuación oficiosa de las y los juzgadores al 
recabar pruebas para esclarecer la verdad. Quinto, la recusación constituye un instrumento procesal 
de gran relevancia para la tutela del derecho a ser juzgado por un órgano imparcial e independiente, 
aunque sin llegar a confundirse con el derecho mismo. Atendiendo a todo lo anterior, en las leyes se 
establecen diversos medios procesales para que las personas gobernadas busquen garantizar que 
el fallo sea imparcial, así como para que quienes juzgan hagan patente su posible riesgo de 
parcialidad y que se inhiban de conocer de un asunto sometido a su jurisdicción.  

Impedimento 12/2017. Luis Ángel Velazco Oliva, en su carácter de apoderado legal de la Sucesión 
a Bienes de Octavio Fuentes San Román. 24 de enero de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Guerrero Zazueta. 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


